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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [E]fectivamente la Gobernación de Risaralda sólo expidió el “formato Nro. 3 (B) certificado de salarios mes a mes” para el período comprendido entre el mes de marzo de 1984 y diciembre de 1995 (folio 31 a 36), sin que en aquella oportunidad profiriera la “certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados” que de igual manera había sido requerida en el derecho de petición del 31 de julio de 2017. De acuerdo a lo anterior, se advierte que le asiste razón al accionante en cuanto afirma que la respuesta brindada por la encartada fue incompleta, pues no hizo entrega de los documentos requeridos de manera completa y detallada, por lo que resultaba viable emitir una orden dirigida a que la Gobernación de Risaralda emitiera un pronunciamiento claro, completo y de fondo al requerimiento elevado por el accionante. 
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Aprobado por Acta No. 1293
	Radicación:
	66001-31-87-002-2017-00070-01

	Accionante:   
	Dr. Óscar Darío Ríos Ospina apoderado de Luis Alberto 
Zuluaga González  

	Accionado:
	Gobernación de Risaralda 

	Procedencia:
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y M. de Seguridad

	Decisión: 
	Confirma parcialmente  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor LUIS ALBERTO ZULUAGA GONZÁLEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 18 de septiembre de 2017, mediante el cual se tuteló el derecho fundamental de petición del recurrente y se declaró un hecho superado, con ocasión de la acción de tutela promovida en contra de la GOBERNACIÓN DE RISARALDA.  
ANTECEDENTES:

De acuerdo a lo narrado por el accionante, el día 31 de julio del año en curso radicó en la Gobernación de Risaralda un derecho de petición, mediante el cual pretendía que le fueran expedidos los siguientes documentos: “i) los certificados de períodos de vinculación laboral (tipo 1, 2 y 3), en los que además conste la documentación que contenga la información referente a los salarios y factores salariales completos del período comprendido entre 1984 y 2016, y ii) una certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados”. 
Sin embargo, dio a conocer el actor que el 16 de agosto de 2017 la entidad accionada le expidió las certificaciones pretendidas pero de manera incompleta, ya que el formato “tipo 3” sólo contiene los salarios percibidos en el año 1996, pese a que en ese mismo documento se especifica que el señor Zuluaga González laboró en esa entidad entre el 23 de marzo de 1984 y el 31 de diciembre de 2016, como en efecto ocurrió; aunado a ello, no se allegaron los certificados de los salarios percibidos.
Ante la situación, expuso que la Gobernación de Risaralda vulneró sus derechos fundamentales de petición, igualdad, “a la solución pronta y efectiva”, en conexidad con la seguridad social y la protección a la tercera edad, por lo tanto solicitó que le fueran tuteladas las garantías constitucionales invocadas en favor de su representado y que se ordenara a esa entidad a dar respuesta clara, completa y de fondo a la solicitud elevada el 31 de julio de la presente anualidad. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 11 de septiembre de 2017, en contra de la Gobernación de Risaralda, entidad a la cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 18 de septiembre de 2017 tutelar el derecho de petición del señor Luis Alberto Zuluaga González. Sin embargo, el A quo consideró que en el caso específico se había configurado un hecho superado ya que si bien era cierto que se había dado respuesta de manera tardía a la solicitud elevada, se demostró que la misma había sido otorgada de manera escrita. 
IMPUGNACIÓN:
El día 22 de septiembre de 2017, el apoderado judicial del señor Luis Alberto Zuluaga González presentó un memorial mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, ello bajo el argumento de que la Gobernación de Risaralda aún no había dado respuesta completa a la petición elevada por el actor, pues esa entidad omitió el proferimiento de la “certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados”, razón por la cual el Juez de primera instancia no podía declarar un hecho superado. 

Con base en lo anterior, solicitó que se ordenara a la Gobernación de Risaralda a dar respuesta clara, competa y de fondo al derecho de petición elevado el 31 de julio de 2017. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo acertada al indicar que aunque los derechos fundamentales del señor Luis Alberto Zuluaga González fueron desconocidos por parte de la Gobernación de Risaralda, en el presente asunto operó el fenómeno jurídico del hecho superado, o si en cambio, como indicó el recurrente, es necesario modificar la decisión de primer nivel para ordenar que se complete la respuesta otorgada por parte de la accionada.  
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
De igual forma, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se sustituyó el  “Título II, Derecho de Petición, Capítulo I, Derecho de Petición ante las autoridades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de petición ante autoridades-Reglas Especiales y Capítulo III Derecho de Petición ante organizaciones e instituciones privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011” estableció en su artículo 14 los términos con que cuentan las entidades para resolver peticiones, así: 
“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”

En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, igualmente ha desarrollado una serie de requisitos desde los cuales se debe examinar si se incurrió o no en su desconocimiento:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”
De conformidad con lo obrante en el expediente, se pudo establecer que la pretensión del accionante estaba encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordenara a la Gobernación de Risaralda pronunciarse de fondo respecto de su solicitud relacionada con la expedición de los siguientes documentos: “i) los certificados de períodos de vinculación laboral (tipo 1, 2 y 3), en lo que además conste la documentación que contenga la información referente a los salarios y factores salariales completos del período comprendido entre 1984 y 2016, y ii) una certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados”. 

Acerca de dicha petición, se debe decir que la entidad tutelada informó en la respuesta al traslado de la acción de tutela que mediante oficio No. 000401-20387 del 13 de septiembre de 2017 se le había remitido al actor el formato Nro. 3 con los salarios percibidos desde el año 1984 hasta la fecha solicitada, información que efectivamente había sido puesta en conocimiento del tutelante, y por lo que se consideró por parte del Juez de primer nivel que en el caso bajo estudio se había configurado un hecho superado. 
Sin embargo, y de conformidad con lo aludido por el accionante en su escrito de impugnación, se evidencia que efectivamente la Gobernación de Risaralda sólo expidió el “formato Nro. 3 (B) certificado de salarios mes a mes” para el período comprendido entre el mes de marzo de 1984 y diciembre de 1995 (folio 31 a 36), sin que en aquella oportunidad profiriera la “certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados” que de igual manera había sido requerida en el derecho de petición del 31 de julio de 2017. 

De acuerdo a lo anterior, se advierte que le asiste razón al accionante en cuanto afirma que la respuesta brindada por la encartada fue incompleta, pues no hizo entrega de los documentos requeridos de manera completa y detallada, por lo que resultaba viable emitir una orden dirigida a que la Gobernación de Risaralda emitiera un pronunciamiento claro, completo y de fondo al requerimiento elevado por el accionante. 

En consecuencia de lo anterior, esta Sala confirmará el fallo de primer grado, en el sentido de tutelar el derecho fundamental de petición reclamado en favor del señor Luis Alberto Zuluaga González, pero se modificarán los numerales segundo y tercero de la parte resolutiva de dicho proveído, para en su lugar, ordenar a la Gobernación de Risaralda que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a dar respuesta al señor Luis Alberto Zuluaga González respecto a la “certificación detallada del último año de servicios con todos los factores salariales devengados” solicitada mediante derecho de petición del 31 de julio de 2017. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira del 18 de septiembre de 2017, en cuanto concedió el amparo del derecho fundamental de petición del señor LUIS ALBERTO ZULUAGA GONZÁLEZ.
SEGUNDO: MODIFICAR los numerales SEGUNDO y TERCERO de la decisión impugnada, y en consecuencia ORDENAR a la GOBERNACIÓN DE RISARALDA que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a dar respuesta clara, completa y detallada al señor LUIS ALBERTO ZULUAGA GONZÁLEZ, respecto a la solicitud instaurada en esa entidad del 31 de julio de 2017. 
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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